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Conciencia del pueblo (fragmento)
Gilberto Ramírez Santacruz

Podrán deshojar un libro y hasta quemarlo,
pero no podrán ni siquiera herir a la cultura.
Podrán derribar un árbol y hacerlo astillas,
pero no podrán borrar la montaña del horizonte.

Podrán tronchar una, dos, cien y mil rosas,
-como dijo alguien- pero no detendrán la primavera.
Podrán matar innumerables hombres y desaparecerlos,
pero no podrán nunca aniquilar al pueblo.
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Editorial

Alberto G López Limón*
En abril de 2004 escribí  “Hoy no escribo para 
los que tienen nombre; no escribo para recordar a 
los conocidos. No escribo para documentar algún 
hecho conocido. No escribo de quiénes fueron los 
encargados y brazos ejecutores de los compañeros 
caídos o desaparecidos. 
Hoy escribo para los que teniendo nombre nos lo 
es desconocido. Para aquellos que ofrendaron con 
su esfuerzo, energía, desinterés libre de todos los 
egoísmos, su propia vida en la construcción de 
una sociedad libre de toda opresión y explotación 

sin esperar ni siquiera que se les reconociera su 
ardua jornada de trabajo y su sacrificio. A los 
que teniendo nombre nos lo es desconocido hasta 
para la propia familia. A los que cayeron y cuyos 
restos descansan en fosas comunes o anónimas, 
bajo tierra o en el mar. No en nombre de los 
desaparecidos cuyos nombre nos es conocido, 
sino de aquellos no registrados y que son del 
todo desconocidos, aunque no por ello dejan de 
ser una realidad. 
Escribo en nombre de los sacrificados, de los 
mártires cuyo nombre y apellido nos fue velado 
por las características propias de una lucha 
revolucionaria sin cuartel ni clemencia para los 
que se atrevieron a apostar por salidas radicales 
al problema de la miseria y opresión de nuestro 
pueblo. De aquellos que en su momento no fueron 
reivindicados por sus órganos de dirección por 
creerse en aquella época que lo más correcto y 
racional era mantener su anonimato y que hoy 
en día mantenerlo sólo sería consecuencia de 
una hipocresía y el encubrimiento de errores 
y deficiencias. ¿Cuántas organizaciones 
revolucionarias en nuestro país no tienen en 
sus filas héroes anónimos que sólo exigían, sin 
solicitar nada a cambio, que los dejaran trabajar 
al lado de los más humildes?
Hoy voy a escribir sobre los compas “Pancho” 
y “Julián” caídos en combate en 1987 al intentar 
recuperar recursos económicos para el proyecto 
revolucionario.” 
Era el 9 de julio, hoy los recordamos: “Al 
compañero que nunca supe su nombre, sólo sé que 

lo llamaban Pancho lo conocí en el movimiento 
de integración de la Asociación Cívica Nacional 
Revolucionaria (ACNR), congreso constitutivo en 
Iguala, ahí es dónde lo conocí. Sabía que venía del 
norte, desconozco de qué lugar del norte. Había ido 
a estudiar en el proyecto de Universidad Pueblo, 
a Chilpancingo, Guerrero. A estudiar una carrera.
Su forma de ser la conocíamos muy bien, era 
una persona muy agradable, trasmitía buenos 
sentimientos, muy servicial, supe que era un 
profesor, normalista también del norte del país, 
de muy buen carácter, no muy extrovertido, más 
bien hablaba poco, pero se veía que trasmitía. 
Coincidimos en el carácter. Cada vez que yo tuve 
la oportunidad de verlo siempre había una buena 
comunicación entre los dos.
En el caso del compañero Julián, no sé exactamente 
cómo se llama él también lo conocí en actividades 
propias de reuniones que hacía la Asociación 
Cívica Nacional Revolucionaria. Supe que era un 
profesor normalista también del norte del país, 
de medio de carácter no extrovertido, no hablaba 
mucho pero cuando se reía transmitía sinceridad 
y decisión en sus actos. Eso es lo que conozco 
de ellos.”
(Escrito por Alberto en abril de 2021, este texto 
era un avance de recopilación, comentarios y 
recuerdos de los camaradas caídos en la lucha 
por la sociedad igualitaria, libre de explotación 
y opresión; Alberto López Limón habla de sus 
excompañeros del MAR y de la ACNR antes de 
ser un militante ejemplar del Colectivo de El 
Zenzontle. Murió para vivir el 3 de junio de 2021)

A los que no están con nosotros pero siempre están presentes

La creciente desigualdad aparece en los informes 
anuales de la OXFAM, los estudios de Piketty y 
de la CEPAL y se confunde con las declaraciones 
de los organismos de la clase capitalista mundial 
(El Foro de Davos, FMI y Banco Mundial, OCDE, 
ONU OMS) que proclaman que la falta de reparto 
de ingresos y de los patrimonios genera protestas 
estallidos y rebeliones y un pesimismo en las 
clases trabajadoras del mundo ante los Estados, los 
partidos y las empresas. 
El capitalismo y sus publicistas propone ablandar 
su estrategia neoliberal, ajustando las deudas de los 
países, alzando las tasas de interés e imponiendo 
austeridad a los gastos. Mientras tanto intensifica 
el armamentismo y la guerra consume los escasos 
energéticos y los alimentos que el mundo necesita. 
Sigue la ofensiva digital para eliminar costos de 
fuerza de trabajo en más sectores productivos y de 
servicios, así como para el control policiaco militar 
de las sociedades y sus formas de gobierno
Esta medicina recetada ha demostrado su 
incapacidad para reponer el ciclo ascendente 
del capital a corto plazo, y en cambio agrava 
la inflación y el estancamiento de la economía 
mundial. La clase dominante chantajea o pacta 
con sus gobiernos, incluso los que se autonombran 
“progresistas”, y hasta post neoliberales para que 

las oligarquías vuelvan a invertir en los espacios 
donde los Estados ofrecen gran infraestructura. 
Las reformas laborales que fragmentan a la clase 
trabajadora, el saqueo de las pensiones y los 
megaproyectos para crear zonas de acumulación 
intensiva, profundizan el despojo de bienes 
comunes, la depredación y las formas redobladas 
de explotación de la fuerza de trabajo, 
Gobiernos que decían haber superado el 
neoliberalismo hacen discursos atropellados y 
culpan a la corrupción de funcionarios , lo que 
sólo es la corrupción total que representa el 
afán de ganancias del capital financiero y los 
monopolios.
Las propuestas ambientalistas son recicladas por 
empresas del fascismo y el progresismo verde: lo 
sustentable, las energías limpias y otras fórmulas 
se acomodan a dominar el mercado ambientalista 
y a controlar el agua y el subsuelo. Se oculta la 
conducta depredadora y negacionista de todas las 
potencias imperialistas y los Estados al servicio 
del gran capital. Lo mismo pasa con las propuestas 
del vaticano y sus organismos financiadores de la 
mediatización de conflictos, 
Todos proponen vías de gobernanza de las 
protestas y hacer repartos asistencialistas que no 
atenten la lógica del capital, solo que  suavicen 

sus efectos. Ninguna de esas fuerzas quiere 
confrontar al capital y todas se suman a las 
formación de un estado policiaco mundial 
para controlar y criminalizar los movimientos 
sociales.
En muchos países y en algunas regiones de 
México, crecen numerosos y cada vez más 
frecuentes, pero desarticulados movimientos 
de pueblos originarios, de los feminismos, de 
las bases trabajadoras contra sus burocracias. 
Qué hacer desde la educación la cultura, la 
salud y la seguridad social y la defensa de 
territorios y la lucha por la vida ante la crisis 

que amenazan con un colapso general, más allá 
de los que ocurren entre los pueblos pobres y los 
excluidos.
Muy pocos esfuerzos se disponen a deliberar en 
asambleas locales, comunitarias, de colectivos 
y redes para la construcción de alternativas 
es t ra tég icas :  organizar los  e lementos 
revolucionarios que tejan política social y 
culturalmente a las y los sujetos en lucha en 
contra y más allá del capital, del racismo, el 
patriarcado y la militarización y discriminación 
que desafían en este periodo.
La necesidad de un pensamiento crítico y propio, 
descolonizado, desde las raíces de los pueblos 
trabajadores y la compartición de métodos para des-
mercantilizar la vida cotidiana; integración otras 
formas productivas y de consumo, construcción 
de soberanías alimentaria, energética, financiera 
y democráticas donde las comunidades barriales y 
rurales decidan qué y cómo comer, cómo cuidarse, 
cómo sanar, como gobernarse. 
Orientar la lucha de clases y todas las demás 
contra la opresión para cambiar las relaciones 
sociales de producción y de poder es el desafío.
En México como en el continente, esa lucha 
pasa por  recuperar la iniciativa política y social 
perdidas, defendiendo territorio, el agua y la 
tierra, creando redes de salud, educación y cultura 
populares gestionadas por las comunidades. 
Necesitamos de inmediato señalar y no dejar 
impunes a los criminales de la narco oligarquía 
que dentro y fuera de las instituciones fortalecen 
la hegemonía del imperio gringo sobre la vida 
de los pueblos asesinando, desapareciendo, 
desplazando y despojando de bienes comunes  
y de derechos a la población que para vivir 
dignamente trabaja. 
Solo deliberando sobre cómo resolver los problemas 
del pueblo generaremos movimientos de digna-
acción contra todas las violencias.

¿Quién resuelve los problemas de los pueblos?
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¿Adónde van los desaparecidos?
Busca en el agua y en los matorrales

¿Y por qué es que se desaparecen?
Porque no todos somos iguales

Rubén Blades
Ya rebasamos los 100,000 desaparecidos en 
México, un número alarmante desde los primeros 
casos, un número inquietante para los que 
guardan memoria, pero un número insignificante 
para los que guardan el estado de las cosas, 
aunque se cambie de gobierno. Tan sólo en este 
año se han reportado un total de 3,197 personas 
desaparecidas según el Registro Nacional de 
Personas Desaparecidas (RNPD). Aquí vale 
preguntarse por las condiciones de desaparición 
de estas personas.
Según este mismo organismo, desde 1964, 
aún con su notorio subregistro y los límites 

presupuestarios para el mismo, los casos de mujeres 
representan un 25% del total, pero al considerar la 
edad, las mujeres desaparecidas son más del doble 
que los hombres cuando éstas son menores de 19 
años. Y los estados cuyas demarcaciones con más 
casos son los estados de México, Tlaxcala, Puebla, 
Chiapas, Guanajuato, Oaxaca y Yucatán (Faltaría 
precisar lo que pasa en lugares de abundante 
violencia y numerosas fosas como Guerrero, Jalisco 
y Veracruz). 
Desde que el genocida Calderón implementó su 
“guerra contra las drogas” en diciembre de 2006 
y hasta la fecha, la desaparición de personas se ha 
incrementado en un 4,086%, pero este exacerbado 
incremento no se ha detenido ni con el cambio 
de un gobierno de supuesta izquierda. Resulta 

que los desaparecidos, 
pobres  todos  e l los , 
m u c h o s  m i g r a n t e s 
de  Cen t ro  Amér i ca 
insuficientemente 
reg i s t rados ,  no  son 
p r i o r i d a d  p a r a  l o s 
gobiernos a menos que 
se trate de personas bien, 
gente con recursos y 
contactos para hacer una 
pronta búsqueda. 
En un país donde la 
normalización del crimen 
realizado dentro y fuera 
de las instituciones, se ha 
convertido en cultura de 
masas, la desaparición es 
un costo necesario para el 
Estado y sus estructuras 
paralelas que trafican 
armas, drogas, personas, 
órganos y otras especies. 
A s í  c o m o  S a t u r n o 
devoraba a sus hijos en 
la mitología romana o 

Tonatiuh en la mexica, la resignación progresista 
sugiere no perder de vista los logros de un 
capitalismo moralizado y ético. Sin embargo, 
resulta necesario analizar en este monoteísmo de 
mercado los resortes que cosifican la vida para 
secuestrarla, aniquilarla y venderla. Esto resulta 
necesario para recuperar la ética de lo humano 
como algo propio de la tierra, el humus, y con 
ello andar por el sendero que nos distancie de la 
barbarie en clave capitalista. 
Al igual que lo hacen los familiares de personas 
desaparecidas, asumiendo la búsqueda de sus 
seres queridos por afuera de gobiernos y fiscalías, 
urge buscar nuestra solidaridad, lo mismo si 
está enterrada, abandonada en contenedores o 
desaparecida. Urge encontrarnos en el páramo 
que progresistas y conservadores, partidos y 
cárteles nos han dejado. La desesperanza es la 
divisa que esos pretenden imponernos, pero no es 
ni será así, la vida se impone sobre la ganancia, 
el amor sobre el cansancio y la renuncia. 
Así como la desaparición tiene un origen 
político y ahora se mezcla con lo económico, la 
búsqueda de los desaparecidos tiene un sentido 
profundamente político, social y cultural que 
reclama no sólo la verdad del paradero de los 
ausentes, también reclama sobre los mecanismos 
y las personas ejecutoras y las que las mandatan. 
La búsqueda de personas es resistir al olvido 
de las instituciones cómplices que se nutren 
mediante los vasos comunicantes con las redes 
criminales. 
Encontraremos a los desaparecidos todos-todas, 
los de los 60 y 70 de la guerra sucia, los del 
68, del 71, de Guerrero, de Oaxaca, Chiapas, 
Puebla, Veracruz, de todos los estados, los 43 de 
Ayotzinapa; pero también a las niñas y jovencitas, 
a las trabajadoras de las maquiladoras, a las amas 
de casa, a los migrantes, a los que pasaban por 
ahí, a los estudiantes… porque al encontrarlos 
a ellos nos encontraremos a nosotros mismos. 
Oscar Ochoa 

Una genealogía de las desapariciones

A partir del arribo de la 4T a la Presidencia, 
se anunció un nuevo plan de estudios para la 
educación básica, y se le denominó “Nueva 
Escuela Mexicana” (NEM). A tres años de su 
anuncio, da a la luz su programa educativo, 
retomando estrategias que los gobiernos anteriores 
usaron para implantar sus reformas.
En primer lugar, la NEM surge nuevamente 
de los equipos de diseñadores de la SEP sin la 
consulta y participación de las y los maestros y 
mucho menos de las comunidades del país. Se 
menciona, en su presentación que se impulsará 
a través de una “consulta” para la elaboración de 
los libros de texto del ciclo escolar 2022-2023, 
es decir, los documentos no oficiales de tal 
programa, se encontraban en un repositorio de la 
web con la leyenda “documento de trabajo” sin 
convocatoria o invitación expresa alguna y sin 
difusión a través de las vías oficiales para que 
las y los maestros de México lo conocieran. Esto 
puede interpretarse como un total desinterés de 
la opinión del magisterio por parte del gobierno.
Aunado a ello, la supuesta consulta que hace 
el gobierno para la elaboración de los libros de 
texto, se encuentra acotada a un pequeño número 
de participantes que podrán tomar la palabra, 
quienes, además, tuvieron poco tiempo para 
hacer un análisis profundo y fundamentar sus 
propuestas, la mayoría individuales, no emanadas 
de las escuelas o colectivos docentes. Consulta 
que va encaminada, como ha sido, a simplemente 
dar el aval a lo ya elaborado desde la SEP.
Plantear nuevamente la implementación de 
libros de texto nacionales se contrapone con la 
supuesta pretensión de respetar el contexto de las 

y los estudiantes en sus comunidades y regiones, 
impulsando nuevamente a la homogenización de 
la educación.
Un grave problema será el hecho de que se plantea 
su aplicación a partir del próximo ciclo escolar, lo 
que quiere decir que las y los maestros conocerán 
el programa de manera ligera en la semana de 
capacitación previa al inicio del curso, careciendo 
de seriedad sobre lo que significa la labor 
educativa y de respeto hacia quienes la profesan 
y hacia quienes son los beneficiarios.
Las brechas de formación de los maestros activos 
y los maestros en ciernes que se encuentran en 
las escuelas formadoras, serán evidentes. El viejo 
problema de la no correspondencia entre lo que se 
estudia en las escuelas formadoras y los planes y 
programas a aplicar, se mantiene, y en el caso de 
la evaluación es contradictorio lo que se plantea en 
el documento para la evaluación de los estudiantes, 
en relación a lo que el estado sostiene para la 
evaluación de los docentes, siendo este último 
un proceso de carácter neoliberal, meritocrático, 
antidemocrático y segregador, instrumento con 
el que pretenden justificar los bajos salarios de la 
mayoría de las y los maestros.
Por otra parte, la SEP no hace ejercicio de 
autocrítica sobre el rescate de las televisoras para 
su programa “aprende en casa” ni sobre la falta de 
infraestructura en una gran cantidad de escuelas 
de educación básica 
que carecen de lo elemental. Tampoco hay 

indicios de que las estructuras organizativas 
de las escuelas y del sistema educativo se 
horizontalicen, dejando atrás la verticalidad, el 
control y el autoritarismo que tanto daño hacen 
a la educación y, por ende, a las niñas, niños y 
jóvenes estudiantes y a sus comunidades.

Ante las anunciadas modificaciones, las y los 
maestros estamos vigilantes de que éstas no 
representen afectaciones laborales, es decir, que 
se respeten los nombramientos y funciones de 
cada maestro. 
Consideramos que el proceso para una reforma 
educativa deba iniciar en las escuelas y 
terminar en ellas, es decir, retomar la discusión 
y experiencias que se desarrollan, tomando 
en cuenta la diversidad sociocultural de las 
comunidades y regiones.
Que, en el caso de los libros de texto, 
sus contenidos se encuentren, al menos, 
contextualizados por región y su elaboración se 
realice con el tiempo suficiente para su diseño y 
revisión con participación del magisterio. Que 
para que sean tomados como un instrumento 
más y no como el insumo base y único para 
el trabajo educativo, se dote de bibliotecas y 
material didáctico a todas las escuelas del país.

*  COMISIÓN DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
DE LA ASAMBLEA DE COORDINACIÓN 
SECCIONES 10 Y 11 CNTE

ANÁLISIS CRÍTICO DEL MARCO CURRICULAR 
DE LA NUEVA ESCUELA MEXICANA(extracto)*
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Éric Toussaint el autor de tantos análisis, críticas 
y propuestas en torno de las deudas públicas de 
los países es historiador, economista y militante 
mundial de la lucha sobre en lo que en particular 
llama la deuda ilegítima u odiosa, aquella que se 
contrae simulando beneficios sociales y públicos 
que más bien alientan los ciclos de dependencia 
y pérdida de soberanía nacional. 
Su crítica en la breve entrevista que le hizo La 
Jornada en ocasión de su presencia en Mpexico 
como participante del Foro Social Mundial 
México 2022, se funda en su conocimiento de los 
antecedentes de la la política económica de la 4T 
realmente existente: la negativa de poder político 
(ejecutivo y de mayoría legislativa) a superar 
un obstáculo propio de la estrategia neoliberal: 
la acumulación de deuda externa e interna para 
sostener el funcionamiento del Estado y alentar 
la ganancia de las empresas gigantes, y su papel 
político como base de la inversión productiva y la 
distribución del ingreso.
La 4T ha aumentado el endeudamiento interno 
con los monopolios financieros transnacionales 
que actúan en México, no ha intentado la revisión 
de deudas muchas veces pagadas, odiosas, o de 
deudas que solo financiaron la especulación y 
la corrupción. Se pagan de ese modo los altos 
costos del IPAB, las tasas de interés por préstamos 
bancarios y los rendimientos que benefician a las 
Afore, además de indemnizar a empresas a las que 
se les  cancelaron contratos como la construcción 
del aeropuerto entre otras. No olvidar que con 
endeudamiento se ha mantenido al sistema de 
partidos de dominación.
Durante el gobierno de la 4T sólo ha menguado el 
ritmo de endeudamiento externo, pero reducir no 
es dejar de pedir o de pagar los nuevos créditos y 
sus altos intereses.  
El gobierno actual se niega a una reforma fiscal, 
solo ha detenido algunas exenciones de impuestos 
a empresas y cobrado parcialmente algunos 
impuestos a capitalistas que no pagaban y ahora lo 
hacen con facilidades y ningún castigo. Toussaint 
propuso en cambio un programa al presidente 
electo AMLO para revisar las deudas odiosas a 
finales de 2018, que fue rechazado.
En las propuestas  de mayo de 2002,  se observa 
una lista de reformas no anticapitalistas que 
“aprovechen la coyuntura de confrontación 

imperialista, la elevación del precio mundial 
del petróleo y el relativo declive económico de 
Estados Unidos”. Sin embargo, las propuestas que 
van de una reforma fiscal que ya es un consenso 
entre los organismos económicos mundiales para 
aumentar impuestos a los más ricos, así como las 
ideas de nacionalizaciones y expropiaciones con 
participación y control social, no corresponden a 
la coyuntura política y social mexicana. 
No existe la fuerza política, ni siquiera 
como mayoría en el Congreso para reformas 
constitucionales tal se mostró en el intento tibio 
de reforma eléctrica derrotado por la minoría 
opositora. La mayoría legislativa para decretos 
de reforma se topa con acuerdos de cúpula con 
bancos y grandes empresarios, impulsados por 
el presidente no solo en las mañaneras, sino en 
las asambleas de banqueros y ante el consejo 
mexicano de negocios (la cúpula capitalista).
Cuando Tossaint caracteriza como asistencialistas 
algunas medidas del gobierno de la 4T solo 
describe un fenómeno internacional, que la 
mayoría de los Estados realizan sea cual sea el 
partido que gobierna, entregando en efectivo 
dinero para paliar la caída de los ingresos de grupos 
de población vulnerable, pero que en México no 
se convierten en derecho a salario de desempleo, 
ni en renta básica y menos en un plan universal de 
pensiones dignas. Si bien 
esas políticas alivian las 
malas condiciones de vida, 
esa asistencia o “ayudas” 
intentan sostener niveles 
de consumo (es decir de 
ventas) en caída tras la dura 
expropiación del salario 
y el desmantelamiento 
de servicios públicos 
que trajo el capitalismo 
neoliberal.
Éric Toussaint, además, 
no ve que en la coyuntura 
polít ica no existe ni 
se promueve la fuerza 
social organizada en 

movimientos para exigir o al menos respaldar 
reformas como las que propone el destacado 
economista. No es tarea del Estado y sus gobierno, 
sino de los movimientos populares articular 
esa fuerza, pero el Gobierno no propone la 
movilización, por el contrario contiene al tigre, 
busca el respaldo a declaraciones y medidas que 
no resuelven ni el problema económico  de  falta 
de inversiones productivas privadas y públicas, 
ni la reducción de las deudas, ni el gravar las 
grandes ganancias para por ejemplo pagar en 
salarios mínimo y No en UMAs las pensiones de 
la clase trabajadora, tampoco se enfrenta a fondo 
la inflación galopante con aumentos salariales o 
servicios gratuitos.
Éric Tossaint subraya los vacíos de política 
económica antimonopolio de la 4T tales como 
la falta de crédito barato para campesinos que 
están en crisis por la política paralela de importar 
maíz, elevar precio a los insumos del campo, 
alentar a los grandes productores de plantaciones 
y agroindustrias, despojar de agua y expropiar 
tierras para mineras y megaproyectos turísticos.
Reflexionemos con los datos de Tossaint, pero 
desde las experiencias de los movimientos 
populares para cambiar deuda por mejores 
condiciones de vida, seguridad social y ambiental 
e ingresos para el pueblo trabajador.

Comentarios a propuestas 
de Éric Toussaint en México

Aunque parezca mentira, el presente escrito se 
ha estado empolvado por casi 20 años, se fue 
escribiendo al calor de los últimos sucesos que 
aquí se narran, exactamente después de la primera 
huelga en la historia contra la transnacional 
Sabritas (1996). Fue entonces cuando un grupo 
de trabajadores nos propusimos tratar de resumir 
las principales enseñanzas que nos dejaba esta 
lucha para que sirvieran de experiencia a otros 
trabajadores u otras organizaciones en el largo 
camino que debe recorrer la clase obrera en busca 
de su emancipación. 
En su momento, este documento -era más 
extenso- fue solo para discusión interna entre 
los trabajadores más comprometidos. Este 

testimonio no es solo una cronología de hechos 
o fechas, es más que nada una reseña de los 
distintos momentos de una lucha viéndola desde 
la esencia más humana y rebelde del obrero, 
desde sus discusiones e ideas propias del medio 
fabril, descubriéndose a sí mismos como seres 
humanos capaces de alcanzar sus más altos 
anhelos de libertad y emancipación cuando se lo 
proponen y tienen la organización necesaria para 
ello. Es, por así decirlo, una historia desde dentro 
de la clase obrera con una visión clara de todo 
aquello que oprime, subyuga y deshumaniza al 
obrero convirtiéndolo en un mero apéndice de la 
maquinaria con el único propósito de incrementar 
las ganancias del capital. 

Esta experiencia es una muestra de cómo 
la clase obrera, para organizar sus luchas, 
tiene que barrer y romper todas las ataduras 
de control que se lo impiden. Debe vencer 
el miedo al despido, formar grupos, 
convertirse en agitador y organizador 
y crear la unión y organización que le 
dará el poder y la fuerza para doblegar 
la prepotencia capitalista acostumbrada 
a imponer sus intereses por la buena o 
por la mala. La unión y organización son 
necesarias, sin ellas nada podremos lograr 
ni transformar. Los grupos socialistas, 

comunistas, anticapitalistas, etc., si realmente 
quieren contribuir al cambio social, tienen que 
aprender de esta y todas las experiencias obreras si 
realmente quieren extirpar el capitalismo desde sus 
entrañas; es decir, extraerlo desde donde se genera 
la más brutal producción de la plusvalía, esencia 
y espíritu fundamental del capitalismo. 
Como la consigna dice: ¡AYER, HOY Y 
SIEMPRE… LA UNIÓN DA LA FUERZA! 
¡Y LA LUCHA, LA VICTORIA! Esa verdad 
innegable, los trabajadores de Sabritas la sentimos, 
la vivimos por más de 12 años, hasta el 2005, en 
que un nuevo charrismo logró imponerse después 
de corromper a algunos representantes y despedir 
en diferentes etapas a cerca de 400 luchadores (en 
otra reseña daremos testimonio de ese proceso). 
Por razones obvias, los nombres que se mencionan 
en esta narración no son los reales, es más, el 
mismo autor firma con un seudónimo, porque el 
crédito de esta lucha no es de nadie en particular, 
es de todos los protagonistas, a quienes en lo 
mínimo nos interesa ni fama ni gloria, preferimos 
el anonimato. Lo que si nos interesa es que los 
actuales luchadores conozcan esta experiencia y 
la aprovechen como una más entre miles. 
Severiano Augusto, a nombre del Círculo 
Voz Obrera. 
*Pide el libro en pdf a Ediciones El Zenzontle 
zenzontle@elzenzontle.org a cambio de una 
cooperación voluntaria para su edición impresa.

Rebelión Obrera en Sabritas* PRÓLOGO
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El miércoles 25 de mayo reciente la comunidad 
otomí de Santiago Mexquititlán, Querétaro, 
denunció que el gobierno de esa entidad aprobó 
una nueva ley que privatiza el agua en el estado. 
En rueda de prensa en la «Casa de los pueblos 
Samir Flores Soberanes», antes las oficinas del 
Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas 
(INPI) informaron que únale b y aprobada por la 
LX legislatura del estado el 19 de mayo propone 
concesionar el suministro del líquido a empresas 
privadas. La ley fue publicada en el diario oficial 
del estado por el gobernador Mauricio Kuri 
González, el pasado 24 de mayo. 
Representantes de pueblos indígenas de Querétaro 
manifestaron: «Como pueblos originarios, 
activistas, científic@s, y personas conscientes, nos 
indigna el despojo y saqueo del agua que llevan 
a cabo empresas millonarias, principalmente 
inmobiliarias, en nuestro estado», explican en 
un comunicado. Esa ley «favorece la ambición 
de pocos, privatizando los diferentes servicios 
relacionados con el agua y pone en riesgo nuestro 
derecho a ésta».
La legislación reciente es parte de un proceso largo 
de privatización que, desde hace varios años, ha 
operado en el estado. 
«En Santiago Mexquititlán tenemos el problema 
del saqueo desde hace varios años. Pero fue 
cuando nos dimos cuenta que se estaban llevando 
el agua del pozo de barrio cuarto que comenzamos 
a luchar», dijeron durante la rueda de prensa. 
En marzo del 2021, Ángela Cresencia miró 
cómo pipas privadas sacaban el agua del pozo 
de su comunidad. Ella es hñähñu,  mal llamado 
otomie, originaria de Santiago Mexquititlán.  Ella 
avisó al resto de la comunidad. Tomaron la pipa. 
Protegieron su pozo. Se organizaron. 
Ahora, ella y cientos de pobladores son parte de 
un consejo autónomo en defensa del agua; una 
de las pocas organizaciones que han defendido 
este recurso en el estado. Actualmente tienen una 
mesa de negociación con la Comisión Nacional de 
Aguas (Conagua) para que el pozo sea restituido 
a la comunidad. Sin embargo, la dependencia 
federal no ha cumplido sus compromisos con el 
pueblo de Mexquititlán. Esto, pese a que después 
de una manifestació, dio un plazo de 15 días para 
resolver sus demandas.
«Quedaron que en 15 días nos iban a atender. Los 
buscamos por teléfono. Pero hasta hoy no han 
dicho nada», dijo Misael, integrante del consejo 
en defensa del agua de Santiago Mexquititlán.
Tanto Conagua, como la Comisión de aguas de 

Querétaro (CEA), han ignorado sus peticiones. 
«Han sido ellos quienes han hecho el despojo», 
agrega Misael; acusando al ahora presidente 
municipal de Amealco, René Mejía, de operar 
junto a otros funcionarios esta política en 
Mexquititlán. René Mejía fue delegado de la CEA 
en ese ayuntamiento durante la administración del 
panista Rosendo Anaya, ex presidente municipal. 
Su gobierno se caracterizó por la represión y el 
uso de funcionarios de segundo nivel para operar 
políticas públicas sin consultar a la población. 
Ahora Rosendo Anaya es titular de la Secretaría 
de Desarrollo Agropecuario del estado (SEDEA).  
«Son los panistas los que quieren privatizar el 
agua. Ellos aprobaron esta ley de saqueo. Son 
ellos quienes siempre han estado en contra del 
pueblo», denuncia Misael.
La red en defensa del agua
Mientras pobladores de Mexquititlán continuaban 
en la defensa del agua; en la capital del estado la 
carencia de este recurso comenzaba a sentirse en 
los barrios y colonias populares. 
Braulio Ayala, integrante de la Confederación 
del Barrio de San Francisquito, lo vivió. Los 
cortes repentinos del suministro de agua sin 
explicaciones de las autoridades
Braulio afirma: a los fraccionamientos y a las 
empresas nunca les falta el 
agua; son a  las colonias y 
barrios populares a quienes 
no les llega. 
«La problemática del agua 
en Querétaro empieza por 
el hecho de que aquí no hay 
mucha precipitación; aquí hay 
muy baja cantidad de lluvia. 
Aunque tenemos mantos 
acuíferos, y algunos cuerpos 
de agua superficiales, no se 
recargan con la velocidad 
en que están extrayendo y 
explotando el agua».
Según una investigación del 
colectivo Bajo Tierra Museo 
las empresas inmobiliarias, y 
las industrias manufactureras 
son las que saquean el agua.

Para las organizaciones que se oponen a esta ley, 
existe un claro conflicto de intereses entre los 
empresarios que se benefician del uso del agua en 
el estado, y sus vínculos con los políticos panistas, 
legisladores y la administración pública.
Ante esto, la red en defensa del agua en Querétaro 
se moviliza para pugnar por la inconstitucionalidad 
de esta nueva ley: 
El sábado 28 de mayo, realizan un foro sobre 
la privatización del agua en Querétaro en el 
campus Amealco de la Universidad Autónoma 
de Querétaro. El mismo sábado 4 de junio, se 
replicará este foro en la Casa de los Pueblos Samir 
Flores Soberanes, en Ciudad de México (antes 
INPI). El domingo 5 de junio a las cuatro de la 
tarde, el foro se replicará en el barrio originario 
conchero de San Francisquito, en Querétaro. 
Finalmente, el 10 de junio se realizará una 
movilización a las diez de la mañana en las 
inmediaciones de la Comisión Estatal de Aguas 
(CEA) en Querétaro.
«No nos detendremos hasta que esta ley se 
derogue. El agua no es solo un problema que 
afecta a Mexquititlán, o a Querétaro, sino a todo 
el mundo», concluye Misael.
(Con base en notas de Texto: Alejandro Ruiz 
en Pie de página)

Santiago Mexquititlán contra la privatización 
del suministro de agua en Querétaro

La Caravana de Dignidad y Conciencia integrada 
la comunidad de San Sebastián Teponahuaxtlán y 
su anexo Tuxpan de Bolaños, parte del territorio 
del pueblo wixárika y ubicada en los municipios 
de Mezquitic y Bolaños, Jalisco, inicio caminata 
el pasado 25 de abril del 2022, con el objetivo de 
llegar a la Ciudad de México y exigir al presidente 
de México, Andrés Manuel López Obrador, la 
restitución de más de 11 mil hectáreas de tierras 
comunales localizadas en los límites de Jalisco 
y Nayarit. El 30 de mayo han logrado arrancar 
compromisos para resolver sus demandas agrarias. 
Después de un primer vació a su atención el 
27de mayo al hallar cerradas las puertas de 
Palacio Nacional y plantarse para exigir respeto, 
audiencia y respuesta presidencial, han salido 
hacia sus pueblos declarando que su lucha sigue 
hasta comprobar que se cumple el compromiso 
presidencial y no lo tuercen, ni la burocracia ni 
los intereses de la oligarquía que quiere mantener 
el despojo.
Sus demandas: en el año 2017, las comunidades 
wixárikas intentaron hacer la ejecución forzosa 
de las sentencias ganadas, pero hubo oposición 
violenta de los posesionarios, la comunidad 
hizo un reclamo al Estado Mexicano que, en 
cumplimiento de sus obligaciones, si no puede 

ejecutarse estas sentencias, que el Estado busque 
los mecanismos para atender por la vía de 
convenios la restitución y la entrega voluntaria a 
la comunidad por parte de las superficies que le 
han sido invadidas.
El Abogado representante Carlos González del 
Congreso Nacional indígena, explicó que en la 
actualidad la comunidad tiene conflicto en dos 
zonas significativas; el primer conflicto se refiere 
a 81 posesionarios del poblado de Huajimic 
municipio de la Yesca con aproximadamente 10, 
448 hectáreas y una segunda zona de conflicto con 
el ejido Puente de Camotlán que está invadida en 
617 hectáreas y 200 más que le han sido tomadas 
por la fuerza. Estos terrenos fueron reconocidos y 
titulados a la Comunidad correctamente mediante 
resolución presidencial pero han sido resueltos 
de forma insignificante, a pesar de la insistencia 
y esfuerzo de la comunidad.
En la Yesca, hasta hoy la comunidad ha logrado 
que se ejecuten cuatro expedientes por 290 
hectáreas, lo cual es casi el dos por ciento de la 
superficie que reclama la comunidad, a pesar 
de juicios que llevan 15 años en proceso y la 
problemática es mucho más antigua. El segundo 
conflicto  lo tienen con pobladores de Puente de 
Camotlán y es una invasión de 617 hectáreas y 

aproximadamente 200 hectáreas más, que han 
invadido personas en lo individual.
La Comunidad, cuentan con trece expedientes 
para ejecutarse inmediatamente por 897 hectáreas 
y 18 sentencias en 18 expedientes, que se dictaron 
a favor de la comunidad hace unos días. 
También, se interpusieron nueve demandas 
nuevas, de casi 2 300 hectáreas, a ellas se suma 
un total de 54 juicios existentes con relación a 
la superficie que confrontan con el poblado de 
Huajimic.
Durante los 35 días que duró la caravana 
y plantón en el zócalo, la movilización de 
mujeres y hombres wixárikas fue acompañada 
e impulsada por comunidades, organizaciones 
y personas de diversas corrientes que reconocen 
la justa exigencia de este pueblo ejemplar. 
También hubo intercambios culturales y políticos 
sin la demagogia de las rutinas “solidarias”. 
Ahora vuelven a su tierra con compromisos 
presidenciales de respeto a sus derechos agrarios 
y comunitarios. Dicen sus voceros que no sienten 
que la victoria está completa si no se cumple con la 
restitución de su tierra, valorándose como pueblo 
que sigue a su modo y a su ritmo su largo andar.

El  andar Wixárica sigue hasta ver cumplidos los compromisos alcanzados
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Llama a combatir la deseducación
La larga noche neoliberal dejó escuela, secuela y a sus tecnócratas incrustados en las instituciones de 
Educación Pública, y como directivos en las universidades públicas.
Noam Chomski desenmascaró el proyecto de deseducación, que Cardona Rodas resumió: Nos quieren 
más tontos. Efectivamente, nos quieren más ciegos e incapaces de reflexión. En esta profunda crisis 
civilizatoria, los tecnócratas –ignorantes de los conceptos de Paideia y Educere– pretenden la anulación 
del pensamiento crítico, y el desvanecimiento de la filosofía y las humanidades, con la coartada de la 
transversalidad. Identificamos a los autores de ese despropósito: hoy son los promotores del modelo de 
la ofensiva del mercado contra las universidades (Nico Hirtt), contra la educación y el pensamiento. En 
el proceso civilizatorio reconocemos la función de la filosofía y las humanidades, como grandes brújulas 
para redefinir los derroteros de la humanidad ante las grandes crisis de la Historia: esa fue la función de 
la filosofía griega y la helenista; el helenismo y el cristianismo confluyeron, para rediseñar el proyecto 
civilizatorio, ante en el derrumbe del imperio romano; en la revolución cultural, artística, religiosa, 
científica y filosófica del Renacimiento, y la formulación del concepto de Dignidad humana; eso fue el 
empirismo como precursor de la revolución inglesa; el racionalismo y la Ilustración, como precursores de 
la revolución francesa, y de las revoluciones de independencia en América. Cancelar la filosofía expresa, 
en el fondo, pretender arrebatar la autoconciencia, la libertad, la utopía, la esperanza (Ernst Bloch), para 
conducirnos a una nueva barbarie, al nuevo orden criminal globalizado (J Petras), al estado de excepción 
permanente (G Agambem).
José Félix Hoyo Arana /carta acorreo jornada/

Sigo en pie
por latido

por costumbre
por no abrir la ventana decisiva
y mirar de una vez a la insolente

muerte
esa mansa

dueña de la espera

MENTIRAS
Tres mujeres acuden con una psicoanalista argentina 
radicada en México que no sé si es freudiana o lacaniana; 
pero que-me consta- hablaba poco y preguntaba mucho.
La primera, Eva, era fiel a su esposo y estaba muy 
contenta a pesar de que a veces sentía ciertas inquietudes.
La analista le dijo: estás feliz de no mentirle a él ¿pero 
no estarás mintiéndote a ti misma?
La segunda, Ana, era infiel a su marido y estaba muy 
inquieta a pesar de que su amante la tenía en los aledaños 
de la dicha.
La doctora le preguntó: estas contenta porque no te 
mientes a ti misma, pero ¿no te hallarás inquieta porque 
le mientes a tu cónyuge?
La tercera, Anaís, debería encontrarse muy satisfecha 
(aunque, ay, no lo estaba) porque al separarse de un 
compañero y juntarse con otro, no le había mentido al 
primero ni se había engañado a sí misma.
La psicoanalista le interrogó: si no estás plenamente 
contenta ¿no será que le has mentido a tu inconsciente 
que hubiera querido no tener uno y perder el otro sino 
“tener” a los dos?
Enrique González Rojo Arthur de su libro Todos 
los cuentos microcuentos y cuentemas.

Revolución, tiendo la mano
Revolución, tiendo la mano
y a veces me la muerdes.
Soy individualista, 
pero el mundo no es bello.
Sólo el idiota, el loco y el canalla
piensan que el mundo es un jardín 
donde florece una esmeralda 
con sabor a durazno.
Mira, yo estoy contigo en serio.
¿Cómo han de herirte a ti, 
piedra del siglo, 
unas palabras mías?
Ni los tiranos más abyectos han caído, 
jamás, por la literatura.
Escucha: come un poco, tranquila, 
de mi mano.
No es veneno esta pobre palabra deprimente,
de zorra enferma, 
que te doy.

Eduardo Lizalde, 
de su libro La zorra enferma

sigo en pie
por pereza en los adioses

cierre y demolición
de la memoria
no es un mérito
otros desafían

la claridad
el caos

o la tortura

seguir en pie
quiere decir coraje

o no tener
donde caerse

muerto.

Mario Benedetti
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Rubén Jaramillo Ménez nace el 25 de enero de 
1900 en el pueblo Real de Zacualpan, Distrito de 
Zultepec (Estado de México). Hijo de Anastasio 
Jaramillo (minero) y de Romana Ménez Nava 
(campesina). Emigra junto con su familia en 1902 al 
estado de Morelos. Al poco tiempo muere su padre 
por una enfermedad pulmonar. Al morir su madre, 
en 1914 se incorpora por completo a las filas del 
Ejército Libertador del Sur.
De 1921 a 1926 lucha por la tierra y forma el Comité 
Provisional Agrario de Tlaquiltenango, logrando 
la dotación de 3,280 hectáreas. Comienza a dirigir 
sus luchas contra el enorme poder de los recién 
formados cacicazgos. De 1927 a 1932, lucha por 
créditos monetarios para cultivar sus ejidos.
Entre 1938 y 1940 aglutina 4,865 ejidatarios 
organizados en 58 sociedades cañeras en la Sociedad 
Cooperativa de Ejidatarios, Obreros y Empleados 
del Ingenio Azucarero “Emiliano Zapata”, en 
Zacatepec. Luchan contra los acaparadores de 
cosechas, intermediarios, comerciantes, agentes de 
los molinos de arroz y funcionarios que provocan 
la creciente proletarización en el agro.
De 1940 a 1942 lucha contra la administración y 
autoridades gubernamentales. En 1942 a 1943 a 
través de la Unión de Productores de Caña de Azúcar 
de la República Mexicana combaten por el aumento 
del precio de la caña y de salarios, dirigiendo su 
lucha contra los grandes fraccionadores y empresas 
agrícolas de la región cañera y la corrupción de los 
funcionarios del Ingenio “Emiliano Zapata”. 
En 1943 y 1944 ocurre su primera etapa guerrillera, 
fortalecida por la autodefensa de las comunidades 
contra el Servicio Militar Nacional. Influye en los 
poblados del sur de Puebla, Morelos y Guerrero. En 

1945 a julio de 1946, con  campesinos y obreros 
funda el Partido Agrario Morelense que recoge 
demandas populares defendiéndolas. Jaramillo 
es candidato a la gubernatura. Hay un fraude 
electoral apoyado por la policía y el ejército. 
Ningún triunfo de la oposición se reconoce. 
De 1946 a 1951 se da la segunda etapa 
guerrillera de Jaramillo. Es tiempo de 
construcción del partido clandestino. Organiza 
una red de autodefensas populares para detener 
el “rifle sanitario” (ante la fiebre aftosa que 
padece entonces el país, el Estado responde 
sacrificando el ganado) los rancheros y 
jaramillistas ejercen la resistencia armada y la 
amenaza para que los funcionarios den marcha 
atrás con los sacrificios de animales.
En 1951 y 1952, a pesar de estar en la 
clandestinidad y ser perseguido por policías 
y pistoleros, Rubén es nuevamente elegido 
candidato para la gubernatura de Morelos. 
En actos de campaña, ante más de 20 mil 
participantes, participa en Cuernavaca y 
Jojutla. En octubre de 1952 organiza, con otras 
fuerzas campesinas, un intento insurreccional. 
Sus fuerzas atacan sorpresivamente en decenas 
de poblaciones a la policía y militares para 
proveerse de armas; liberan a los presos 
políticos de la Penitenciaría de Cuernavaca. 
De octubre de 1952 a 1958 se desarrolla la 
tercera etapa guerrillera del jaramillismo, con 
el fin de detener los despojos de tierras y el 
poder político, militar y económico de los 
caciques y por la democratización del Ingenio 
azucarero ”Emiliano Zapata”.

De 1959 a 1962, por segunda vez es amnistiado 
por el gobierno federal, continúa luchando por la 
tierra con la creación de la organización clasista 
campesina y por la solidaridad de clase. En 1961 el 
jaramillismo aglutina 15 mil miembros en Morelos 
en 21 comunidades, contando en filiales en Puebla, 
Guerrero y Oaxaca. Participan en los inicios de 
la Central Campesina Independiente. Ganan la 
secretaria general de la CNC, pero el triunfo les 
es arrancado al intervenir el gobierno federal con 
la fuerza pública para invalidar las votaciones. 
Rubén es expulsado de la organización campesina. 
Combaten contra los fraccionadores de la burguesía 
financiera. Invaden durante dos ocasiones los llanos 
de Michapa y El Guarín, Morelos.
Rubén Jaramillo sale con vida de 10 atentados. Seis 
en 1943 (febrero 2 en tres ocasiones, mayo 3 y otro 
durante el mes y junio 1); dos en 1946 (agosto 17 
y noviembre-diciembre); otro durante 1955 y el 
último el 11 de febrero de 1958. 
El décimo primer atentado culmina con su sacrificio. 
El 23 de mayo de 1962, después de ser detenido 
por soldados, agentes judiciales federales y 
pistoleros, Rubén Jaramillo, Epifania Zuñiga 
(embarazada) y sus hijos Ricardo, Enrique 
y Filemón Jaramillo Zuñiga, después de ser 
torturados son ejecutados extrajudicialmente en 
las ruinas de Xochicalco, Morelos por Orden de 
Adolfo López Mateos. Sus cuerpos son enterrados 
en el cementerio municipal de Tlaquiltenango. El 
crimen queda hasta la fecha impune.
Alberto López Limón  (de su libro Vida y obra de 
Rubén Jaramillo) El Zenzontle de mayo de 2017.

A 60 años del asesinato de Rubén Jaramillo Ménez

Yiria Escamilla
Parte 1 ¿Cómo y quién lxs cuentan?

A Rosario Ibarra de Piedra, 
la buscadora incansable.

Con la cifra oficial de más de100 mil desaparecidas 
y desaparecidos en México, entre los años 1964 
y 2022, es urgente el análisis de la ruta que está 
tomando el tema. La presentación en crudo de 
las cifras del Estado hace necesario desglosar 
cada estadística y darle el contexto histórico que 
convenientemente se omite.
De abril de 2012 a enero de 2019, con el Registro 
Nacional de Personas Extraviadas o Desaparecidas 
se logró́ establecer una fuente de datos pública sobre 
los casos de desaparición activos generados por las 
procuradurías o fiscalías locales. 
La Ley General en materia de Desaparición (LGMD) 
señala a la Comisión Nacional de Búsqueda como la 
encargada de publicar el nuevo Registro Nacional 
de personas y No Localizadas (RNPEDNO). Dicho 
registro se constituirá como el sucesor del Registro 
Nacional de Personas Extraviadas o Desaparecidas. 
En enero del 2018, sesenta días después de su 
publicación en el Diario Oficial de la Federación, 
la LGMD entró en vigor mandatando la creación 
del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas, el 
cual incluye una Comisión Nacional de Búsqueda, 
un Consejo Ciudadano, un Programa Nacional de 
Búsqueda  y uno de exhumaciones, así como la 
integración de un Sistema Único de Información 
conformado por diferentes registros que servirán 

de herramientas de búsqueda, 
localización e identificación de 

personas desaparecidas a las autoridades de 
los tres niveles de gobierno.
Ello entrega información con grandes 
deficiencias: 
• Ningún cruce de información con el Registro 
Nacional de Población, INE, etc.
• No existe validación de los registros y la 
probabilidad de duplicidad u omisión es 
enorme.
• Al ser localizada una persona y ser eliminada 
del RNPED, no se incluía ningún otro dato, ni 
el tipo de desaparición.
• Los registros eran anónimos y no se incluía 
datos variables y hechos de desaparición.
• La actualización no era (y no es) inmediata.
• Un registro sin mapeo no visibiliza las zonas 
de riesgo y diluye la responsiva al Estado y a 
los estados.
El nuevo registro retoma los datos del 15 de 
marzo de 1964 a la fecha de esta publicación. 
Los periodos más duros de persecución 
política y que son parte de la Guerra sucia, no 
cuentan con registros fehacientes, el hueco de 
5 años en los que el Estado no reconoce a los 
desaparecidos políticos, son vacíos que sólo 
la memoria histórica puede rescatar.
La desaparición como una política sistemática 
y generalizada de represión estatal se “inició” 
en Guerrero, cuando el gobierno priísta 
perseguía al Partido de los Pobres en Atoyac 
de Álvarez, donde el ejército intervino 
furiosamente en tareas de contrainsurgencia. 

La primera desaparición forzada con registro es la 
de Epifanio Avilés Rojas el 19 de mayo de 1969 en 
Coyuca de Catalán.
En 1969, Epifanio tenía 36 años, y se dice que, junto 
a otros compañeros, había planeado asaltar al Banco 
Comercial de México, para recaudar fondos a la 
guerrilla, pero su plan fue frustrado por la policía. 
La historia sobre el asalto no se ha comprobado, 
jamás hubo  investigación o juicio sobre el tema, 
pero el 19 de mayo de aquel año fueron llevados a la 
cárcel de Lecumberri. Epifanio Avilés fue detenido 
por soldados al mando del mayor de infantería 
Antonio López Rivera. Su esposa Braulia intentó 
seguirle la pista, pero lo último que supo es que 
fue entregado al general Miguel Bracamontes y lo 
subieron a una avioneta. Desde entonces no se sabe 
nada más de él. 1
En este contexto ocurrió la desaparición más 
emblemática para el Estado mexicano, el caso de 
Rosendo Radilla Pacheco, quien fue detenido en un 
retén militar el 25 de agosto de 1974 cuando viajaba 
de Atoyac de Álvarez a Chilpancingo, Guerrero. 
México fue condenado, en 2009, por la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos por el 
caso del señor Radilla, lo que motivó la reforma 
constitucional de 2011 y diversas reformas legales 
a los códigos penales federal y delos estados 
para establecer el delito de desaparición forzada 
que es “…el arresto, la detención, el secuestro o 
cualquier otra forma de privación de libertad que 
sean obra de agentes del Estado o por personas o 
grupos de personas que actúan con la autorización, 
el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida 
de la negativa a reconocer dicha privación de 

libertad o del ocultamiento de la 
suerte o el paradero de la persona 
desaparecida, sustrayéndola a la 
protección de la ley”.
Invisibilizar la desaparición forzada, 
entre todas las cifras de desaparecidxs, 
nos habla de las políticas del Estado 
ante sus propios crímenes (ahora en 
complicidad con el narco), como el 
caso de los 43. La reivindicación 
de la desaparición forzada es 
urgente… ¡hasta encontrarlxs!   
1  h t t p s : / / g a t o p a r d o . c o m /
noticias-actuales/epifanio-aviles-
desaparicion-forzada/

¿Desaparecer… así nomás?
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1  Incontables recursos aplica EEUU para forzar su 
hegemonía en Nuestra América. A ello contribuyen 
su Doctrina Militar; su Sistema Hemisférico de 
Seguridad; su cuerpo de Doctrinas y Resoluciones 
legitimatorias de la intervención; una batería de 
Tratados Internacionales entreguistas; su espionaje 
estratégico y sociológico; su intento de restringir la 
talla de los ejércitos latinoamericanos y caribeños; 
el plan de reducirlos a meras policías antidrogas; 
sus programas de adiestramiento de nuestras 
oficialidades; sus Ejercicios Conjuntos con ellas; 
sus instructores destacados para instilar adhesión 
a los intereses e injerencias estadounidenses; las 
masivas ventas de armamentos; la constitución 
de Fuerzas Interamericanas de Intervención; la 
injerencia disfrazada de ayuda humanitaria; la 
subordinación a la OEA y a la OTAN, el acoso y 
bloqueo mediante países cómplices, la ocupación 
del espacio aéreo, los conflictos de baja intensidad, 
la Guerra de Cuarta Generación; la provocación 
de secesiones. Y como si ello fuera poco, la 
instalación de bases militares, a las cuales el 
Presidente George W. Bush llamó en 2002 “uno 
de los símbolos más profundos del compromiso 
estadounidense con nuestros aliados y amigos”.
2  No hablaba por hablar: EEUU mantiene 6.000 
bases militares en su territorio y unas 800 en 135 
países, de las cuales 76 están en América Latina 
y el Caribe. Como residuo de sus intervenciones 
o anuncio de las venideras, el Imperio enclava un 
cinturón de estos “profundos símbolos” en Nuestra 
América. La soberanía que los antepasados 
conquistaron a sangre y fuego es entregada por 
gobiernos serviles entre tratados complacientes 
y brindis claudicantes. Con la ejecución de los 
acuerdos sobre el canal de Panamá fue desocupada 
la base Howard en 1999; no tardaron ser instaladas 
12 más. América Latina y el Caribe sigue siendo 
una región ocupada: restan al Comando Sur 
las bases de Guantánamo en Cuba, una docena 
en Puerto Rico, entre ellas la de Vieques, 3 en 

Honduras, entre ellas la de Soto Cano, donde se 
fraguó el golpe contra Zelaya; la de Comalapa en 
El Salvador; 8 en Perú, entre ellas las de Iquitos, 
que domina la Amazonia, así como las de Santa 
Lucía Huallaga, Santa Lucía y Palmapampa. 
3 En lugar de disminuir, su número aumenta: 
a principios del Tercer Milenio instala EEUU 
las nuevas bases aéreas Reina Beatriz en la isla 
de Aruba y Hato Rey en la de Curazao, como 
respuesta a las negativas del presidente Chávez 
a permitir la instalación de bases en Venezuela. 
Estos enclaves cumplen el cometido estratégico 
que le asignaron los Países Bajos al ocuparlas en 
1634: flanquear las costas venezolanas y facilitar 
incursiones contra ellas; entonces para el tráfico 
de esclavos, ahora bajo la excusa del control del 
narcotráfico.
4 No podía ser olvidada la vecina Colombia, 
escenario de interminable intervención. En ella 
funcionan 9 bases, entre ellas Las Tres Esquinas 
y la de Larandia: de hecho, todos los aeropuertos 
colombianos operan como bases donde las 
aeronaves militares estadounidenses se guarecen, 
reparan y recargan. El Comando Sur opera 
asimismo 17 bases terrestres de radares: cuatro con 
sede en Colombia, tres en Perú, y varias móviles 
o de ubicación secreta en los Andes y el Caribe. 
Las autoridades estadounidenses sostienen que 
los delitos del personal de tales bases no pueden 
ser juzgados por las leyes y los tribunales del 
país huésped. Alegando la deshonrosa condición 
de país ocupado, Colombia ha sido aceptada 
como Aliado Especial extra-OTAN, lo que la 
privilegia para comprar los excedentes de armas 
estadounidenses y almacenar las reservas bélicas 
de dicho país.
5 Comentario aparte merece la base de Manta, 
en Ecuador, que dominaba uno de los puertos 
fundamentales de un país petrolero, la frontera con 

la convulsionada Colombia 
y la estratégica cuenca del 
Putumayo. Tras ímprobos 
esfuerzos Rafael Correa 
logró su cierre: quizá ello 
desencadenó la intervención 
es tadounidense  en  e l 
golpe apoyado por la 
Confederación de Naciones 
Indígenas que casi le cuesta 
la vida al Presidente. Su 
sucesor Lenin Moreno, 
también apoyado por la 
C O N A I E ,  e n t r e g ó  a 
EEUU como base militar 
las inapreciables islas 

Galápagos, patrimonio de la humanidad por su 
biodiversidad incomparable y por ser el sitio donde 
Charles Darwin concibió el monumento intelectual 
de la Teoría de la Evolución.
6 La progresiva ocupación castrense norteña de 
América Latina no olvida al Cono Sur. EEUU hizo 
lo posible y lo imposible por derrocar al Presidente 
electo Juan Domingo Perón e instalar en su lugar 
atroces dictaduras militares, con un saldo estimado 
de treinta mil argentinos asesinados. En 1981 
Argentina intentó recuperar las islas Malvinas; 
EEUU se negó a apoyarla, incumpliendo el Tratado 
Interamericano de Asistencia Recíproca (TIAR) y 
permitió que las islas fueran ocupadas por el Reino 
Unido, potencia sometida a la OTAN, alianza 
militar a su vez sometida a los yankis. Quizá en 
agradecimiento por esta traición incalificable, el 
gobierno argentino de 1998 se convirtió en “Aliado 
Especial Extra-OTAN de EEUU” (junto con Brasil 
y Colombia), y el actual abdica de su soberanía 
permitiendo al Comando Sur estadounidense la 
construcción de una base militar en Neuquén, 
casualmente cerca del yacimiento petrolífero de 
Vaca Muerta.
7 l respecto, sintetizamos argumentos irrefutables 
del pedagogo Gustavo Cirigliano, de la profesora 
Elsa M. Bruzzone del Centro de Militares para 
la Democracia Argentina (CEMIDA), y del 
documento elaborado por la Multisectorial “No a 
la Base Yanqui en Neuquén”, de organizaciones 
sociales, sindicales, políticas y de Derechos 
Humanos de la provincia: Que América Latina y 
el Caribe ha sido declarada Zona de Paz y es por 
tanto contradictoria la instauración en ella de bases 
militares de potencias ajenas a la región. Que la 
Constitución de la República Argentina prohíbe 
la instalación en su territorio de bases militares 
foráneas.
Que tales enclaves al principio invaden, como 
en Neuquén, con la excusa de prestar “ayuda 
humanitaria”. Que pasan de ello a autoclasificarse 
como FOL (lucha antidrogas) y luego a redefinirse 
como CSL (De Seguridad Cooperativa). Que 
ocupan Zonas Económicas “ricas en recursos 
naturales estratégicos” o “bienes comunes: tierras 
fértiles, agua dulce, minerales, hidrocarburos, 
biodiversidad”. Que su verdadero y oculto objetivo 
es operar como bases de apoyo y proyección 
geoestratégica, favorecer a las compañías foráneas 
en la explotación de recursos no renovables y 
proteger las vías para exportarlos.
Graves e inenarrables sacrificios nos costó la 
Independencia. Nuestra América no debe volver 
a ser nunca un continente ocupado.
La Haine

Base militar de EEUU en Argentina
x Luis Britto García

Resistencias por la Vida 
y el Territorio Frente al 
COVID-19 y la Pandemia 
Minera
Un nuevo informe elaborado por la Coalición 
contra la Pandemia Minera – América Latina 
desenmascara el avance desmedido de la minería 
durante la pandemia, que obligó a que las 
comunidades y pueblos en América Latina no 
pudieran bajar la guardia mientras tomaban 
medidas para protegerse de COVID-19.
El informe “Sin Tregua: Resistencias por la Vida 
y el Territorio Frente al COVID-19 y la Pandemia 
Minera”, se elaboró con estudios de caso de nueve 
países de América Latina – México, Honduras, 
Panamá, Colombia, Ecuador, Perú, Brasil, Chile 
y Argentina. Se enfoca a entender cómo gobiernos 
y empresas mineras aprovecharon el periodo de 
la pandemia del COVID-19 para impulsar la 
agresiva expansión minera como “esencial” para la 

reactivación económica y la transición energética. 
Documenta las respuestas de los pueblos afectados 
en condiciones aún más adversas que antes de la 
pandemia, refrendando lo esencial del cuidado 
mutuo, la organización comunitaria, la tierra, el 
agua y la alimentación sana.
El sector minero, sobre todo el metalífero, vivió 
un boom económico, mientras las comunidades 
y pueblos sufren las consecuencias de múltiples 
crisis: socio-económica, sanitaria, ambiental, 
junto a la violencia asociada a las mismas. Los 
altos precios de los minerales, los riesgos de 
suministro de muchas materias primas en las 
cadenas de producción, la transición energética, 
además de políticas extractivistas de la región y 
el colonialismo ejercido desde otras regiones, son 
los engranajes de un sistema que aprovecha cada 
circunstancia para perpetuarse, y que impulsan 
la mayor especulación y expansión del sector 
en este período. Estos procesos conllevan la 
profundización de la represión, violencia, y control 
social que ejercen gobiernos y empresas.

El informe analiza las resistencias al modelo 
minero, que se mantuvieron en el contexto de 
peligro y de desastre climático y ecológico. Para 
las comunidades y poblaciones en primera línea 
frente a la minería, sus experiencias en los últimos 
dos años refuerzan la importancia de la defensa 
del territorio, el agua y el aire limpios y por el 
sustento y los medios de vida. 
La Coalición contra la Pandemia Minera es un 
grupo de organizaciones, redes e iniciativas de 
justicia ambiental de América del Norte, Europa, 
Asia-Pacífico, África y América Latina que trabaja 
en solidaridad global con comunidades, pueblos 
indígenas y trabajadores para responder a los 
abusos de la industria minera relacionados con 
la pandemia de COVID-19. Es una investigación 
colaborativa con estudios de caso elaborados en 
conjunto con comunidades y grupos de base de 23 
países. En junio, la Coalición publicará informes 
sobre Asia, África, Europa y América del Norte.
24/05/2022. Enlace de descarga del informe: 
Español: https://bit.ly/38b6aKX 
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Por Equipo Digital ELN
Comando Central (COCE)
Los procesos de Solución Política deben ir más 
allá del silenciamiento de los fusiles o ‘Paz 
Negativa’, para transformar las causas que 
originan el conflicto -‘Paz Positiva’-, garantizando 
los derechos plenos de las víctimas centrándose 
en la verdad total, la justicia, la reparación y la 
no repetición.
Diferentes organizaciones sociales y de Derechos 
Humanos (DDHH) consideran que la justicia 
transicional y en especial la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP), son un mecanismo apropiado 
para conocer la verdad sobre el conflicto y reparar 
a las víctimas, sin embargo el funcionamiento 
y las modificaciones que le han hecho a esta 
Jurisdicción deja en evidencia que es dura solo con 
la parte insurgente, mientras los agentes estatales 
utilizan este mecanismo como lavadora de penas 
y evasión de la justicia.
En el Macrocaso 03 sobre ‘Falsos Positivos’ que 
adelanta la JEP un grupo de militares admitieron 
su participación directa en estos asesinatos, pero 
no ahondaron en quiénes daban las ordenes: 

“maquinamos un teatro para mostrar un supuesto 
combate, por la presión que había de los altos 
mandos, yo ejecuté a familiares de los que están 
acá, asesinándolos cruelmente y poniéndoles un 
arma para decir que eran guerrilleros (…)”.
Aunque los testimonios son valiosos en cuanto 
determinación de algunos detalles, varios juristas, 
Defensores de DDHH y las mismas víctimas 
sostienen que, los comparecientes no están 
aportando al conocimiento individual de los hechos 
de las víctimas, tampoco están aportando para 
entender quiénes originaron la política institucional 
y cómo transmitieron las órdenes desde el puesto 
más alto de la jerarquía hasta el punto más bajo.
Es más que obvio que la responsabilidad en estos 
Crímenes de Lesa Humanidad reposa sobre la 
Doctrina Militar, el Comandante Supremo de 
las Fuerzas Armadas -Presidente-, el Ministro 
de Defensa y los Comandantes de las Fuerzas 
Militares; sin embargo, estos siguen cubiertos por 
un manto de impunidad, y la Doctrina sigue vigente 

y en completa 
aplicación, 
m u e s t r a  d e 
e l l o  e s  e l 
reciente Falso 
P o s i t i v o  d e 
Alto Remanso, 
Putumayo.
D e s d e  l a 
perspectiva más 
integral de las 
víctimas y de 
una sociedad 
que exige el fin 
del Conflicto 
Armado 
removiendo 
sus causas, tal 
como se está 

aplicando la JEP, ésta dejó de ser un mecanismo 
para esclarecer la verdad plena, convirtiéndose 
en una lavadora de penas y culpas, que bajo 
el sofisma de la verdad deja en libertad a los 
victimarios y revictimiza al pueblo.

SIN VERDAD COMPLETA NO HAY PAZ

By: Equipo Digital ELN, mayo 23, 2022
Comando Central (COCE)
Hasta ahora la costumbre de los candidatos es que 
‘una cosa es lo que prometen en campaña y otra 
cosa lo que hacen siendo electos’, pero la actual 
presión de la sociedad para que haya cambios 
actúa a favor de extinguir este resabio.

Las elecciones presidenciales se han caracterizado 
por la polarización, no es fortuito que los 
candidatos que van encabezando las encuestas 
representen intereses completamente diferentes; 
sin embargo, el grupo de electores que denominan 
indecisos (sin bandera política definida) son cerca 
de 8 millones y en últimas en sus manos está 
inclinar la balanza electoral, por esta razón cada 

RENEGOCIAR LA DEUDA EXTERNA Y LOS TLC
vez más los candidatos tratan de matizar posturas, 
y en estos claroscuros sus posturas tienden a 
volverse ambiguas y contradictorias.   
Dentro de los cientos de problemas que deja 
Duque para que resuelva su sucesor la economía 
es uno de los más neurálgicos por ser un eje 
transversal, -sin plata los proyectos no pasan de 
ser sueños-; así que sin importar su tinte político 
o ideológico el próximo Presidente debe resolver 
el Déficit de Gasto Social, de lo contrario se 
enfrentará a estallidos sociales más fuertes que 
el ocurrido el año anterior.
Las deudas adquiridas con el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) y en especial la Deuda 
Externa (DE) que asciende a 172.790 millones 
de Dólares (48,8 por ciento del PIB), asfixian 
el Producto Interno Bruto (PIB) y supeditan las 
políticas de Estado a cumplir con los intereses 
del FMI, que por supuesto son contrarios a 
las necesidades de la sociedad colombiana, en 
especial de las capas medias y bajas que requieren 
con urgencia un Gobierno que le dé prioridad al 
Gasto Social y disminuya el gasto en burocracia, 
Guerra y pago de la DE.
Si el próximo Presidente realmente busca un 
cambio favorable a la sociedad colombiana esto 
implica la renegociación de la DE y de los TLC, 
principales responsables de la desincentivación 
de la producción e industrialización nacional, 
necesarias para convertirnos en una economía 
sólida, lo cual sería contrario a los intereses 
del FMI, propósito que implicará un pulso muy 
fuerte y demandará en especial de la fuerza y la 
movilización popular. 
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Dominique Galeano Fuentes: Página/12
Las fuerzas armadas de Chile volvieron a 
patrullar el sur del país luego de que el gobierno 
de Gabriel Boric decretó el estado de excepción 
en dos provincias de la región del Biobío y en 
toda la región de La Araucanía. La secretaria 
de Estado, Izkia Siches, defendió la medida y 
aseguró que el gobierno mantiene su agenda 
a largo plazo donde se prevé la restitución 
de tierras a pueblos indígenas, así como el 
combate a la delincuencia y el narcotráfico en 
zonas donde la administración dio cuenta de un 
incremento de la violencia.
Militarización del sur chileno
El Estado de Excepción entró en vigor este 
miércoles en la macrozona sur de Chile. Según 
el decreto firmado dos días antes, el gobierno 
asegura que hubo un aumento en los actos 
violentos en rutas “cortes extendidos de las 
carreteras que ponen en riesgo el libre tránsito, 
que alteran el orden público y obstaculizan las 
cadenas de suministro, aumentando el costo de 
la vida en las zonas más rezagadas”.
La medida tiene vigencia durante 15 y luego 
Boric podrá prorrogarla por un periodo similar 
sin necesidad de consultar al congreso chileno. 
Antes de tomar la decisión, el mandatario 
había intentado la aprobación de un Estado de 
emergencia intermedio para desplegar militar 
sólo en algunos lugares, aunque finalmente 
optó por extender las medidas a las provincias 
de Biobío y Arauco en la región del Biobío, y 
en toda la región de La Araucanía.
Las fuerzas armadas de Chile podrán apoyar a 
la policía en controles vehiculares en las vías 
interrumpidas por las protestas de mapuches 
que exigen la restitución de tierras en el sur del 
país y donde denuncian que se abrieron rutas y 
operan ahora varias empresas forestales.
Según el portal de noticias El Mostrador, Boric 
designó a dos jefes de Defensa Nacional; el 
contralmirante de la Armada Jorge Parga para 

las provincias de Biobío y Arauco, y al general de 
brigada del Ejército Edward Slater para la región 
de La Araucanía.
«No es un deja vu de Piñera»
La aplicación del Estado de emergencia en esas 
regiones fue una medida que el mismo Boric criticó 
durante la gestión de su antecesor Sebastián Piñera, 
quien extendió la militarización del sur chileno 
durante meses. Por su parte, el excoordinador 
de Asuntos Indígenas del ministerio de Interior, 
Salvador Millaleo, rechazó la decisión de aplicar el 
estado de excepción en rutas estratégicas.
“Luchamos por una solución política y ahora 
tendremos de nuevo un estado de excepción 
constitucional: necesitamos otra forma de ver y 
hacer las cosas. Construir la plurinacionalidad 
requiere de mayor convicción”, reclamó Millaleo, 
que además recordó que estas medidas también las 
tomó Piñera. “Fiscal con dedicación exclusiva y 
estado de excepción en Wallmapu. No es un deja 
vu de Piñera, es el gobierno del presidente, Gabriel 
Boric, el mismo que alguna vez dijo ‘no podemos 
esperar resultados distintos haciendo siempre lo 
mismo’. Presidente, está haciendo lo mismo”, 
escribió el exfuncionario en su cuenta de Twitter.
De acuerdo con medios locales, Millaleo dejó su 
cargo en abril debido a diferencias con el equipo 

del ministerio de Interior que dirige Izkia Siches 
sobre cómo manejar la situación en el sur del país. 
Poco antes, una visita de Siches a Temucuicui 
había terminado con disparos y cortes en la ruta.
Siches: «nadie lo puede ver como una real 
solución»
La ministra de Interior defendió el estado de 
excepción en una entrevista televisiva en la que 
aseguró que “nadie lo puede ver como una real 
solución a los problemas de fondo”. “Por ello no 
hemos desdibujado nuestra agenda a largo plazo 
de trabajar en medidas de fondo para la restitución 
territorial, demandas indígenas como perseguir la 
delincuencia, el narcotráfico, robo de madera y 
delitos que ocurren en el territorio”, precisó.
“Jamás esperamos que las Fuerzas Armadas 
ingresen a las comunidades. Ni que se hagan 
cargo de ninguno de los problemas de fondo que 
hay en La Araucanía y Biobío. No son para ello y 
ellos tampoco esperan tener enfrentamientos con 
civiles”, añadió citada por el portal The Clinic.
En el estado de excepción que había decretado 
Piñera y que rigió hasta el 26 de marzo las fuerzas 
armadas podían desplegar unidades aéreas, 
terrestres y marítimas para la vigilancia y apoyo a 
procedimientos de la policía. En cambio según el 
decreto aprobado esta semana, ahora sólo pueden 
prestar protección en las rutas de las regiones 
declaradas en emergencia.
En paralelo al despliegue militar los líderes 
indígenas llamaron a apoyar a los presos 
políticos de su comunidad que están en el Centro 
Penitenciario de Temuco acusados por delitos en su 
mayoría relacionados a ataques incendiarios. Cien 
mapuches asistieron y aguardaron junto a fogatas 
afuera de la cárcel. «La resistencia no es terrorismo. 
Libertad a los presos políticos mapuches», decía 
un cartel afuera de la penitenciaría.

Gabriel Boric vuelve a militarizar región del pueblo mapuche

x Martin Martinelli
Tras el asesinato de la periodista palestina 
Shireen Abu Akleh a manos de las fuerzas 
israelíes y mientras los ojos del mundo se 
posan sobre Ucrania y Rusia, en un frente 
de la confrontación hegemónica, la Nakba 
se perpetúa. 1948 es la piedra angular de 
la memoria colectiva y de la historia de los 
palestinos. A partir de esa disrupción, comenzó, 
pero más que nada prosiguió un proceso de 
reivindicación de sus derechos.
Ese año resulta una encrucijada, un punto de 
inflexión, el cual los unifica por haber sufrido 
como pueblo esa catástrofe. Pero que hoy nos 
remite a su tenacidad cotidiana.
La Nakba no es solo la calamidad de siete 
décadas atrás, sino que se manifiesta en un 
proceso de limpieza étnica asestada mediante 
mecanismos  como la desposesión, la separación 
de sus familias, y sus consecuencias. La 
respuesta palestina es y ha sido “resistir es 
existir”. Las intifadas, continúan a través de la 
enseñanza y la escritura de su propia historia, 
de sus pensadores, sus poetas, de su cine y de 
sus diversas manifestaciones culturales. 
Sus evocaciones, su país, sus ciudades, sus 
pueblos y sus aldeas se mantienen en el idioma 
árabe, gracias a sus esfuerzos por resguardar su 
memoria geográfica. 
La negación de su identidad pretende objetivos 
como evitar el retorno de los refugiados a sus 
hogares. Es un memoricidio. En simultáneo, la 
judaización intentó desarabizar la toponimia y 
la geografía, así como también la cultura. 
Palestina podría haber “desaparecido”, por la 
dispersión de su población, la fragmentación 
espacial, el reparto de su territorio entre Israel 
que surgió al mismo tiempo que despojó a los 

palestinos, y las administraciones que quedaron en 
Jordania y Egipto. Pero resurgió a partir de las luchas 
palestinas contra su silenciamiento, convirtiéndose 
en uno de los movimientos más representativos 
de las luchas: sociales, de género, históricas y 
geopolíticas.
La Nakba conectó a todos los palestinos. Simbolizó la 
pérdida de la patria, la desintegración de la sociedad, 
la frustración de las aspiraciones nacionales, y un 
proceso de destrucción de su cultura.
Las denominaciones aluden a su país, sus ciudades 
y sus pueblos, que con los nombres en árabe 
reconstruyen su historia, mientras que rechazaron las 
formas impuestas por el poder estatal colonial. Bajo 

ese manto ideológico se ha intentado erosionar 
con obstinación, incluso en forma física, todos 
los rasgos históricos y arqueológicos relacionados 
con otros pueblos, ocultando aquello no judío o 
luego israelí.
La sociedad palestina fue arrasada por una guerra 
y una expulsión, originando la cuestión de los 
refugiados. Sin embargo, desde otra concepción 
de la posesión de la tierra, y de acuerdo a la 
legislación otomana, los palestinos vivieron y 
trabajaron en esas tierras durante varios siglos.
 Al interior de las fronteras admitidas al finalizar 
la guerra, un porcentaje de población palestina 
permaneció en el nuevo territorio israelí. El 
20% de la población israelí, se consideran como 
palestinos israelíes (o “árabes israelíes”) y no 
poseen el total de derechos políticos y civiles. 
La demografía de Palestina, durante la Nakba, se 
modificó según el proceso de ocupación. 
La ocupación continúa con el apoyo incondicional 
de Estados Unidos, sumados a la no intromisión 
de otros. La posición hacia los refugiados prioriza 
su reasentamiento en los países árabes vecinos, 
para impedirles la repatriación o cualquier 
compensación. Sus objetivos son evitar el retorno 
de los refugiados; disolver y quebrar su identidad 
colectiva y su militancia; reducir la presión 
diplomática humanitaria internacional de la ONU, 
y disipar un problema clave.
El derecho al retorno está basado en el derecho 
internacional y con los principios de la justicia 
universal. Excepto que el Estado de Israel 
reconozca su responsabilidad en la expropiación 
del pueblo palestino, los intentos por resolver 
esta situación serán insuficientes. 
* Investigador CLACSO (Extracto)

El derecho al retorno palestino y la centralidad de la Nakba



  El Zenzontle
          

11 Junio  2022

Nos encontramos en un país donde tenemos a más 
de 100 mil personas desaparecidas en México, 
donde al día son desaparecidas más de 23 personas 
en promedio, en donde la mitad son niñas y niños, 
y dentro de la otra mitad la mayoría son mujeres. 
Bajo este contexto se sigue con lo mismo, no hay 
respuesta, no hay nada de su paradero de nuestros 
seres queridos, las autoridades no han creado las 
condiciones y no tienen la voluntad para llegar a 
nuestros familiares y las condiciones siguen siendo 
más brutales a nivel nacional. Estamos en un país 
que se está militarizando, poniendo vigilancia, 
terror en las poblaciones y que están al servicio 
de los explotadores. 
A partir de los años 60s el gobierno en lugar de 
dialogar hizo uso de su fuerza armada siendo que 
alrededor de 907 personas o más a nivel nacional 
fueron detenidas y desaparecidas.   
Alrededor de 640 personas o más fueron detenidas 
y desaparecidas sólo en el Estado de Guerrero en 
la llamada “Guerra Sucia”. 
¿A qué le llamamos “Guerra Sucia”? Le llamamos 
a una guerra contrainsurgentes, llevada a cabo por 
el Estado mexicano y su gobierno en las décadas 
más tormentosas de los años 60s 70s y 80s del 
siglo pasado.
El 18 de mayo de 1967 en Atoyac de Álvarez, 
Guerrero, se presenciaba un mitin pacífico dirigido 
por profesores y padres de familia de la Escuela 
Primaria Juan N. Álvarez donde presentaban sus 
demandas ante la dirección de esta escuela. En el 
mitin participaba en solidaridad el profesor Lucio 
Cabañas Barrientos, personaje incómodo para el 
gobierno. El mitin se conducía tranquilamente, sin 
embargo, la policía comenzó a amedrentar a los 
ahí reunidos a tal grado que dicho acto motivó el 
principio de la represión. Hubo golpes y disparos 
de armas de fuego por todos lados, la gente caía, 
otras presas de terror corrían para ponerse a salvo, 
entre ellas, alumnos de dicha escuela que se 
encontraban en la hora del recreo.  En este mitin 
trataron de asesinar al profesor Lucio.
El gobierno se ensañó cobardemente contra 
la población indefensa, jamás atendieron las 
demandas de los padres de familia y personal 
docente, pero si jalaron del gatillo para acallar 
las voces de los inconformes. Lo ocurrido el 18 
de mayo en Atoyac fue una masacre.  Ahí fueron 
asesinados: Regino Rosales, Arcadio Martínez, 
Chano Castro, Prisciliano Téllez e Isabel Gómez 
señora que estaba embarazada.
A consecuencia de estos hechos, el profesor 
Lucio toma la decisión de remontarse a la sierra 
para salvar su vida. Ya estando en la sierra crea el 
Partido de los Pobres para continuar en la lucha, 
sólo que ahora por medio de las armas. El pueblo 
no es rebelde, lo hacen ser rebelde cuando tiene 
como respuesta a sus demandas, la represión y el 
asesinato.
El gobierno lo buscaba por toda la serranía del 
Estado de Guerrero con la finalidad de apresarlo 
o asesinarlo iniciando las fuerzas militares y 
policiacas la detención de personas en busca de 
información. Es así como habitantes de la región 
de la Costa Grande del Estado de Guerrero son 
detenidos, golpeados, torturados y encarcelados. 
Algunos lograron su libertad y son considerados 
como sobrevivientes y abandonaron su lugar de 
origen por temor a una reaprehensión. Otros fueron 
detenidos y desaparecidos por militares que hasta 
nuestros días no sabemos nada sobre su paradero. 
Los militares son los que tienen la verdad sobre 
nuestros desaparecidos y le exigimos que nos la 
digan. 
La bestia se nos vino encima, muchas personas 
inocentes fueron víctimas de la represión, 
sufriendo torturas que acabaron con sus vidas. 
En las tomas de poblaciones llevadas a cabo por los 
soldados y policías se nos robó a los campesinos 
todo tipo de pertenencias cómo:  insumos de 

alimentación, ganado, chivos, puercos, gallinas, 
frijol, maíz, bestias mulares, perdimos por años el 
levantamiento de cosechas de café, ya no pudimos 
trabajar la tierra para sembrar granos, tuvimos que 
salirnos de nuestras comunidades por miedo. No 
conforme con eso nos quemaron nuestras casas, 
lo más repugnante es que nos hayan arrebatado a 
nuestros seres queridos que no hemos vuelto a ver.                                                                    
Aún recordamos los momentos de miedo, angustia 
e impotencia cuando los militares tomaban 
nuestras poblaciones ocupando nuestras casas y 
utilizándolas como centro de tortura, torturando 
a pobladores inocentes, ajenos al conflicto social 
que se vivía en esos años. 
Familiares de personas desaparecidas que lucharon 
por conocer el paradero de sus seres queridos se 
han ido, han fallecido llevándose a la tumba el 
dolor de no haber encontrado a sus ausentes.
¿Es posible poner fin al problema de la desaparición 
forzada?  
La única forma de finalizar la desaparición 
forzada es encontrando al desaparecido que con 
toda certeza se ubique su localización y destino. 
Para ello falta la voluntad política del Estado, 
precisamente no la tiene porque él es responsable 
del crimen de lesa humanidad. Voluntad para 
corregir una actividad o decisión que decidió y 
ejerció algún funcionario público contra el orden 
legal de nuestro país, pues todas nuestras leyes han 
prohibido delitos como la desaparición, la tortura, 
la incomunicación, la ejecución extrajudicial, el 
secuestro de ciudadanos.
Se trata de un abuso en la forma como se ejerce 
el poder y es una medida represiva que pretende 
callar y eliminar a la oposición, a los que no 
piensan igual que el estado extendiendo su daño 
a núcleos familiares y sociales cercanos a las 
víctimas. Se trata de un acto ilegal e ilegítimo 
del estado, cometido por algún empleado federal 
o estatal.
El uso de la desaparición forzada va de la mano 
con la aplicación de otras prácticas, que lesionan la 
esencia de la humanidad, como lo es la tortura, la 
mutilación de seres humanos y otras esferas, como 
la violación.
Lo más óptimo es dar con el paradero de nuestro 
familiar desaparecido, encontrarlo, no importa 
sí está vivo o muerto, recuperar sus restos 

para reintegrarlos a sus familias, ubicar a los 
responsables y fincarles responsabilidades para 
que se implementen los juicios correspondientes 
hasta que estos concluyan con la emisión de 
alguna sanción y reparación física, moral, material 
y económica a las víctimas.   
Algunas personas que fueron detenidas y 
desaparecidas y que fueron vistas en el cuartel 
militar de Atoyac de Álvarez, Guerrero en los años 
70s son las siguientes Rosendo Radilla Pacheco, 
Obdulio Morales Gervacio, Juventino Ruíz 
Santiago, José Flores Serafín, Ángel de la Cruz 
Martínez, Leonardo Gómez, Francisco Bolívar, 
Daniel de la Cruz Martínez, Isabel Blanco, Manuel 
Serafín Gervacio y Pedro Gómez.
Militares que participaron en las detenciones, 
desapariciones, tortura y asesinatos en el período 
de “Guerra Sucia” en el Estado de Guerrero son:
- Capitán Javier Barquín Alonso 
- General Eliseo Jiménez Ruíz, comandante 
de la 27 zona militar 
- Mario Acosta Chaparro 
- Capitán Elías Alcaraz Hernández 
- Capitán Fernando Torres Llanos, en aquel 
entonces 35 años de edad con 1.80 de estatura
- Salvador Rangel Medina, comandante de 
la 27 zona militar 
- El mayor Tello  
- El capitán Montero 
- El capitán Gortares 
- Teniente Vicente Sosa Palacio  
El agente del Ministerio Público de la Federación 
tiene esta información. Francisco de Jesús Díaz 
Macedo. 
Todos los militares que aún viven están jubilados 
y pensionados y el gobierno y la secretaria de la 
defensa nacional saben dónde están y dónde viven, 
exigimos sean investigados y que nos digan en 
dónde están nuestros familiares desaparecidos. 
¡Vivos se los llevaron, vivos los queremos! 
Atoyac de Álvarez, Guerrero a 18 de mayo de 
2022
Movimiento por la Verdad y la Justicia de 
Familiares de Personas Desaparecidas de 
la “Guerra Sucia” de los años 60s, 70s y 80s 
del Estado de Guerrero
Miembro de la Unión Nacional de Colectivos 
de Familiares de Personas Desaparecidas

La guerra sucia en México
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Registro en trámite.

William I. Robinson*
Represión Pandémica y Estado Policial 
Global 
COVID-19 fue una bendición disfrazada para 
la clase dominante. El contagio obligó a los 
manifestantes a abandonar las calles y dio a los 
estados capitalistas un respiro para reunir sus 
fuerzas represivas  contra poblaciones inquietas. 
La ola de represión y brutalidad desatada por estos 
estados contra sus  ciudadanos no se explica por 
la necesidad de mantenerlos a salvo. La pandemia 
proporcionó una cortina de humo conveniente con 
la que hacer retroceder la revuelta mundial.
El caso de India es revelador. Hasta 150 millones 
de trabajadores se declararon en huelga en enero 
de 2019 . Esto fue seguido más tarde ese año por 
meses de protesta contra los cambios propuestos 
a una ley de ciudadanía que discriminaría a los 
musulmanes y por una segunda huelga general en 
2020 que reunió a 250 millones de trabajadores 
y agricultores.— la movilización laboral más 
grande en la historia mundial. El toque de queda 
por la pandemia impuesto por el gobierno socavó  
el levantamiento cívico. Cuando el gobierno 
comenzó a imponer cierres locales estrictos a 
medida que se propagaba el virus, seleccionó los 
vecindarios identificados con las protestas. Ahí, 
fuertes barricadas policiales encerraron a los 
residentes durante semanas. El gobierno obligó 
a decenas de millones de trabajadores migrantes 
en huelga a marchar a sus pueblos de origen para 
encerrarlos, soportando en el camino una represión 
estatal despiadada, que implicó deshumanización 
extrema, muertes bajo custodia y arrestos masivos 
(mientras Mukesh Ambani, el hombre más rico 
en India, aumentó su riqueza en $12 millones por 
hora durante la pandemia).
En los Estados Unidos, una ola de movilizaciones 
de trabajadores que se extendió antes del contagio 
de COVID-19, liderada por huelgas masivas 
de maestros en 2018 y 2019, estalló durante la 
pandemia, por las condiciones de trabajo pésimas e 
inseguras en las escuelas en medio de la pandemia. 
Los monumentales levantamientos de Black 
Lives Matter de 2020 sufrieron una represión 
estatal brutal. Temerosos de perder el control, 
los gobernantes sin reparos desataron el aparato 
represivo del estado contra los manifestantes 
pacíficos, dejando 14 muertos, cientos de heridos 
y unos 10.000 arrestados. (En Los Ángeles 
fui testigo del uso por la policía militarizada 
y unidades de la guardia nacional de gases 
lacrimógenos, granadas de aturdimiento, pistolas 
Taser, gas pimienta, balas de goma y porras contra 
los manifestantes).
Los gobiernos de todo el mundo centralizaron 
la respuesta a la pandemia y muchos declararon 
estados de emergencia, impusieron lo que 
algunos llamaron “ley marcial médica”. Pero 
la centralización de los poderes de emergencia 
en los estados capitalistas autoritarios se utilizó 
para desplegar fuerzas policiales y militares, para 
censurar cualquier crítica a los gobiernos, para 

contener el descontento, aumentar la vigilancia 
y un control social represivo, es decir, para 
impulsar el estado policial global. Los poderes 
de emergencia se utilizaron para prohibir las 
protestas con el argumento de que propagan el 
COVID-19, acosan a los disidentes, censuran a los 
periodistas y convierten a los grupos minoritarios 
en chivos expiatorios (158 gobiernos restringieron 
las manifestaciones).
Muchos gobiernos exigieron a los ciudadanos 
que llevaran documentos que verificaran su 
“derecho” a estar fuera de sus hogares durante 
el confinamiento. La idea parece haber sido  
acostumbrar a la población a pedir permiso para 
existir en el espacio público. En Filipinas, el 
presidente Rodrigo Duterte emitió órdenes de 
disparar a matar a cualquiera que desafiara el 
confinamiento; mientras, su gobierno intensificó 
su campaña de ejecución extrajudicial de miles 
de supuestos delincuentes. En América Latina, 
los gobiernos recurrieron a tácticas arbitrarias, 
punitivas y represivas para hacer cumplir las 
medidas de cuarentena y reprimir la protesta 
popular. “Sumado a los desafíos estructurales 
y las enormes brechas sociales y económicas 
presentes antes de la pandemia, estas medidas 
solo se combinan para perpetuar la desigualdad 
y la discriminación en todo el continente”. Como 
detallo en mi libro, Global Civil War: Capitalism-
Post Pandemic, la pandemia proporcionó a los 
estados capitalistas un pretexto para tomar medidas 
enérgicas contra la revuelta global, endurecer los 
sistemas de vigilancia masiva y control social, y 
aprobar la emergencia. leyes que dieron amplios 
poderes para reprimir los movimientos de protesta 
que habían alcanzado crecer antes del estallido.
La “nueva normalidad” cuando el mundo salía 
de la pandemia implicaría un estado policial 
global más extenso, incluida la vigilancia masiva 
permanente y una nueva biopolítica. régimen en 
el que los estados podrían usar la “salud pública” 
como pretexto para mantener un control sobre la 
revuelta global. Los Estados utilizaron según Kees 
van der Pijl una “emergencia biopolítica”. para 
normalizar e institucionalizar más la vigilancia 
estatal y el control represivo lo que recuerda a las 
secuelas de los ataques de 2001. A raíz de esos 
ataques, 140 países aprobaron leyes de seguridad 
draconianas “antiterroristas” que legalizaron 
la represión de los movimientos sociales y la 
disidencia política. Las leyes permanecieron 
mucho después de los eventos de 2001.
Pandemias de violencia política
Un informe de Lloyd’s of London, un conglomerado 
financiero y de seguros global, advirtió que “los 
casos de contagio de violencia política son cada 
vez más frecuentes” y se encaminaron hacia lo 
que denomina “pandemias de PV [violencia 
política]”. Identificó las llamadas “súper cepas” de 

violencia política. Lloyd’s considera que en estas 
supertensiones se encuentran los “movimientos 
de independencia” “antiimperialistas”, los 
movimientos sociales que piden la eliminación 
de una “fuerza de ocupación”, las “protestas 
masivas a favor de la reforma contra los gobiernos 
nacionales” y los “movimientos armados. 
insurrección” inspirada en el “marxismo” y el 
“islamismo”.
Las respuestas estatales a esta “violencia 
política” son un gran negocio. El informe de 
2016 de, Global Riot Control System Market, 
2016–2020, que fue preparado por una firma 
global de inteligencia de negocios cuyos clientes 
incluyen las compañías Fortune 500, en los 
próximos años habrá un auge de miles de millones 
de dólares en el mundo del mercado de “sistemas 
antidisturbios”. Pronosticó “un aumento dramático 
en los disturbios civiles en todo el mundo”.
Históricamente, la militancia laboral y la protesta 
de masas se desarrollan en oleadas, calibradas 
para la expansión y las crisis capitalistas, las 
guerras y los grandes cambios políticos. Los 
grupos gobernantes lograron hacer retroceder 
el último gran ciclo de movilización mundial 
desde abajo, en la década de 1960 y principios 
de la de 1970, a través de la globalización 
capitalista y la contrarrevolución neoliberal. 
Pero esta vez las circunstancias son diferentes. 
El capitalismo global está llegando a los límites 
de su expansión, dado el colapso ecológico y la 
creciente amenaza de una confrontación nuclear. 
La crisis no tiene precedentes y también es 
existencial. La economía y la sociedad globales 
están más integradas e interdependientes que 
nunca, y las comunicaciones globales conectan 
a las comunidades en resistencia entre sí a través 
de las fronteras y a escala planetaria.
Aparte de derrocar el sistema, la única forma 
de salir de la crisis social para la mayoría de la 
humanidad es revertir las crecientes desigualdades 
mediante una redistribución radical de la riqueza 
y el poder hacia abajo y mediante medidas 
ambientales drásticas. El desafío para las luchas 
emancipatorias es cómo traducir la revuelta 
de masas en un proyecto que pueda desafiar 
el poder del capital global y provocar una 
redistribución tan radical. La revuelta global 
se ha extendido de manera desigual y enfrenta 
muchos desafíos, incluida la fragmentación, 
la absorción por la cultura capitalista y la falta 
de una ideología de izquierda coherente y una 
visión de un proyecto transformador más allá de 
las demandas inmediatas. Para contraatacar de 
manera efectiva, los movimientos inconexos 
deben encontrar formas de unirse en un 
proyecto emancipatorio más amplio.
* Conclusiones extractadas del ensayodel mismo 
título. mayo de 2022.

Las protestas masivas están aumentando: 
¿pueden hacer frente al capitalismo global?


